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Garantizar la protección
Las Comisiones Binacionales de Colombia con 
Ecuador, Costa Rica y Venezuela, así como la 
Comisión de Vecindad establecida con Panamá, 
ofrecen oportunidades para que el gobierno 
negocie acuerdos para evitar la invocación 
inminente de la cláusula de cesación. De hecho, 
a través de la Comisión Binacional con Ecuador, 
se ha acordado  la implementación del Plan 
Retorno, de naturaleza voluntaria. Sin embargo, 
es imprescindible extender las negociaciones 
a las demás comisiones y agilizar la toma de 
decisiones, tanto  para evitar la aplicación de 
la cláusula de cesación, como para alcanzar 
acuerdos que permitan mejorar el bienestar de 
aquellos a los que en su momento no se dio otra 
opción que abandonar el país o perder la vida. 
Es además necesario preparar planes de retorno 
voluntario conjuntos, los cuales serán cada 
vez más necesarios a medida que la situación 
de Colombia se estabilice y permita acoger, de 
manera segura, a quienes deseen regresar. 
ACNUR tiene aquí un papel de 
suma importancia. En primer lugar, le 
incumbe supervisar el cumplimiento de 
las directrices relativas a la cláusula de 
cesación. En segundo lugar, puede facilitar 
las negociaciones entre los Estados. Por 
último, puede apoyar los planes de retorno 
voluntario, recordando a las autoridades 
nacionales que la población que opte por 
regresar debe estar plenamente informada 
de las condiciones que se encontrarán en 
Colombia y que su seguridad y sus derechos 
deben ser plenamente garantizados.
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Niños y adolescentes excombatientes colombianos
Stephany Armas Contreras
Un gran número de niños y adolescentes reclutados en el conflicto armado en Colombia están 
siendo desmovilizados. Las lecciones del anterior proceso de paz de 2003-2008 podrían informar 
útilmente al proceso de justicia de transición de hoy, en particular en lo que respecta a la 
reintegración de los menores excombatientes en la vida civil y evitar su posterior desplazamiento 
o cooptación por parte de los grupos armados.
El riesgo de reclutamiento de menores por 
parte de grupos armados ha sido una causa 
importante de desplazamiento en Colombia. 
En 2008, se estimó que entre 8000 y 13 000 
niños —con una media de edad de 13 años— 
habían sido reclutados por los grupos de 
guerrilleros y paramilitares1. Frente al riesgo 
de que sus hijos fueran reclutados, familias 
y comunidades enteras se vieron forzadas a 
desplazarse, ya sea porque algunos miembros 
de la familia o comunidad ya habían sido 
reclutados o porque habían sido amenazados 
con el reclutamiento. Muchos menores también 
tuvieron que huir después de desertar de 
grupos armados, escapando de la persecución 
o represalias desplazándose a otros lugares.
Esclarecimiento de la verdad
El proceso de justicia transicional de Colombia 
tiene como objetivo facilitar el fin del conflicto 
armado interno y lograr una paz estable y 
duradera con garantías de no repetición, así 
como garantizar los derechos de las víctimas 
a la verdad, la justicia y la reparación. En la 
búsqueda de la reconciliación, uno de los 
principales objetivos de la justicia transicional 
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es el esclarecimiento de la verdad, y los niños 
que fueron combatientes deben contribuir 
a este proceso, tanto como víctimas como 
perpetradores. La verdad es un mecanismo de 
reparación para la comunidad y la sociedad 
en general, y también para los individuos, 
incluidos los niños excombatientes.
Sin embargo, en la experiencia colombiana 
de los mecanismos de justicia transicional, 
los niños excombatientes figuran únicamente 
como víctimas pasivas, eximiéndolos de 
cualquier responsabilidad por los actos 
perpetrados cuando eran combatientes. Esta 
política reduccionista no permite comprender 
las causas sociohistóricas del reclutamiento 
de menores, causas que, si no se abordan, 
pueden obstaculizar su reinserción en la vida 
civil2. Si no se reintegran efectivamente, los 
niños excombatientes pueden ser reclutados de 
nuevo o puestos en riesgo de otras maneras, y 
pueden poner a otros en riesgo. Además de no 
contribuir a la verdad, este enfoque ha excluido 
a los niños excombatientes de las iniciativas de 
reconciliación y memoria histórica del país.
A diferencia del proceso de paz anterior, 
en el actual proceso de paz con las FARC se 
creó una Comisión de la Verdad. Esta Comisión 
tiene como propósito el esclarecimiento de 
lo ocurrido, contribuir al reconocimiento 
de las víctimas y de las responsabilidades 
individuales y colectivas, y promover la 
convivencia pacífica. Tanto las víctimas 
Un proyecto de formación profesional en Santiago de Cali, Colombia, apoya a los niños excombatientes.
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como los perpetradores participarán en 
la Comisión de la Verdad. Además, se ha 
creado un Comité Temático de Niños, Niñas 
y Adolescentes que podrá ofrecer un enfoque 
especializado a las necesidades y los derechos 
de los excombatientes menores de edad.
Acceso a la justicia
El acceso a la justicia también es un 
componente importante de los procesos de 
justicia transicional y el reconocimiento de 
la responsabilidad es fundamental. En el 
caso particular de los niños y adolescentes 
excombatientes, se debe abordar y reconocer 
la responsabilidad de los que reclutaron 
a menores, así como la responsabilidad 
de los niños excombatientes que han 
victimizado a otros durante su tiempo 
como combatientes. Ambos aspectos son 
importantes en términos de lucha contra 
la impunidad de los perpetradores del 
reclutamiento de niños y como contribución 
a los procesos de conciliación.
Durante la desmovilización de las 
AUC3 en el anterior proceso de paz en 
Colombia, no hubo supervisión del proceso 
de desmovilización de los niños soldados; 
los que se desmovilizaron tendían a 
hacerlo informalmente, con poco apoyo o 
planificación para su reincorporación a la 
vida civil. Los comandantes responsables 
del crimen de reclutamiento de menores 
evadieron esta responsabilidad y condena 
penal. Estos factores socavan la capacidad 
de los niños para participar en programas 
oficiales de desmovilización, desarme y 
reintegración y su derecho a la justicia.
En relación con el reconocimiento de la 
responsabilidad de los ex niños soldados, es 
importante distinguir entre responsabilidad 
moral y responsabilidad penal. El Estatuto 
de Roma del Tribunal Penal Internacional 
establece que “la Corte no será competente 
respecto de los que fueron menores de 
18 años, en el momento de la presunta 
Comisión del Crimen4”. Pero más allá de la 
responsabilidad penal, es importante que en 
el proceso de reparación a las víctimas, los 
niños soldados no sean vistos como víctimas 
pasivas; sino que también puedan reconocer 
su responsabilidad moral y participar en 
actividades de reparación en sus comunidades.
Los mecanismos establecidos para la 
participación de niños y adolescentes deben 
ser legalmente reconocidos y apropiados, 
respetando el carácter voluntario de la 
participación, asegurando que los niños 
puedan tomar decisiones informadas (y 
ser apoyados al hacerlo) y proporcionando 
condiciones de seguridad física y psicosocial.
Reparación para los menores 
excombatientes
El proceso de reparación para los niños 
víctimas de reclutamiento armado debe 
ser integral. Este proceso debe incluir la 
atención educativa, proyectos de medios 
de vida, atención psicosocial y atención 
médica. El objetivo de la reparación debe 
ser no sólo la compensación, sino también 
la transformación de las condiciones que 
provocaron su vulnerabilidad al reclutamiento, 
frecuentemente condiciones de pobreza, 
abuso y pérdida de miembros de la familia.
A este respecto, hay mucho que 
aprender de los fallos del proceso anterior 
de desmovilización. Por ejemplo, la Ley 
de Justicia y Paz de 2005 sólo contemplaba 
la compensación y no la transformación; 
sin que se introdujeran cambios para 
eliminar las condiciones originales en 
que se realizó el reclutamiento, hubo 
inevitablemente nuevos reclutamientos 
y nuevos desplazamientos de niños que 
evitaban ser cooptados por grupos armados.
El Tribunal Constitucional, en su sentencia 
T-025 de 20045, sostenía que el reconocimiento y 
la protección de los niños desvinculados de los 
grupos armados era fundamental para evitar la 
repetición, citando cifras que indicaban que el 
9,7 % de los niños que habían dejado un grupo 
armado regresarían a un grupo armado y que 
el 79,4 % había recibido amenazas del grupo 
armado al que pertenecían, el 7,6 % había sido 
amenazado por parte de otro grupo armado 
no estatal y el 1,2 % por parte del ejército.
El informe de 2005 de la Coalición contra 
la vinculación de niños, niñas y jóvenes al 
conflicto armado en Colombia6 extrajo en 
particular las siguientes dos lecciones del 
proceso de reintegración de aquel momento:
  La provisión de programas de educación y 
laborales no responde de ninguna manera a 
las necesidades y expectativas de los jóvenes.
  Los procesos de reinserción de los jóvenes 
en la vida civil se centraban únicamente 
en el individuo, sin prestar atención a las 
condiciones sociales más amplias que podían 
conllevar a la estigmatización y la exclusión 
que alentaron el reclutamiento en primer 
lugar.
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Algunas de las lecciones parecen haber sido 
aprendidas. En el actual proceso de paz, en 
el marco de la Ley 1448, Ley de Víctimas y 
Restitución de Tierras, se dictan medidas 
para proporcionar un conjunto holístico 
de atención, asistencia y reparación a las 
víctimas del conflicto: medidas legales, 
administrativas, sociales y económicas. Otro 
ejemplo de buena práctica es el lanzamiento 
del programa Camino Diferencial de Vida para 
la reintegración de menores excombatientes; 
el cual, a diferencia del enfoque anterior, 
se centra sólidamente en la restitución de 
derechos, la reconciliación comunitaria y la 
construcción del tejido social de la sociedad7.
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Nuevos detonantes de desplazamiento en Colombia
Alfredo Campos García
La violencia y el desplazamiento no han terminado con la firma del acuerdo de paz en Colombia.
El reciente Acuerdo de Paz firmado entre 
el gobierno de Colombia y el mayor grupo 
guerrillero del país, las FARC1, ha disparado 
las expectativas de conseguir por fin una 
paz estable y duradera.  No obstante, las 
acciones de otros grupos armados suponen 
una seria amenaza de cara a conseguir este 
objetivo. Esto es particularmente evidente en 
la región del suroccidente de Colombia, donde 
hay una presencia extendida de cultivos y 
negocios ilícitos, actores armados como las 
desmovilizadas FARC, ELN2 y grandes bandas 
criminales (BACRIM, de “bandas criminales” 
o también llamados más recientemente Grupos 
Armados Organizados). Toda la región en 
sí constituye un corredor para el tránsito 
de estos grupos y los productos con los que 
trafican, ya que conecta la cordillera y las zonas 
de producción o extracción con el pacífico 
y los grandes puertos y rutas de salida.
Desde la firma del acuerdo de paz, 
otros grupos armados se han trasladado 
para ocupar el terreno abandonado por las 
FARC. Los enfrentamientos armados entre 
las fuerzas gubernamentales y el ELN están 
ocasionando graves violaciones de los derechos 
humanos al mismo tiempo que provoca el 
desplazamiento masivo de poblaciones y 
comunidades enteras, como la del grupo étnico 
Wounaan de la comunidad Taparalito. Y las 
actividades ilegales de las bandas criminales y 
otras pandillas paramilitares dan lugar a sus 
propios problemas sociales y ambientales.
La retirada de las FARC y la posterior 
aparición del ELN en el departamento del 
Cauca ha tenido sorprendentes repercusiones 
negativas para la población local. En los 
territorios que antes ocupaba, las FARC 
ejercían al menos alguna autoridad y, por 
ejemplo, avisaba a la población civil de 
dónde se encontraban las minas. Con la 
retirada de las FARC, ha cesado esta peculiar 
labor de “tutela” hacia la población.
Por estas razones, muchas personas 
desplazadas internamente en el suroeste 
de Colombia se ven abocadas a abandonar 
el país, en dirección a Chile o Ecuador o 
incluso hacia América del Norte o Europa.
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